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os Estados tienen el derecho soberano a regular la migración. 
En esto, el derecho internacional es claro: la regla general es 
que un país puede prohibir la entrada de extranjeros y expul- 

sarlos de su territorio. Los límites son excepcionales y están 
bien regulados, por ejemplo, en el caso de los refugiados. 

Por lo tanto, cuando se trata de la migración, el punto de partida 
no es el derecho del individuo, sino el derecho de los Estados. La es- 
tructura típica de los derechos se revierte y, en lugar de que los Esta- 
dos tengan que justificar una injerencia en el derecho de un indivi- 
duo, es el individuo quien tiene que justificar su injerencia en el de- 
recho del Estado a controlar la migración. 

En consecuencia, por regla general, no existe un derecho a migrar. 
Sin embargo, esto no significa que el migrante irregular no tenga 

derechos. Es cierto que no tiene un derecho a ingresar ni residir en 
nuestro territorio, pero mientras se encuentre bajo nuestra jurisdic- 

ción, está protegido por una serie de derechos que son inherentes a 
la persona y no al ciudadano. Aquí, eso sí, entramos en la gama de los 
grises: ¿qué derechos? Algunos son obvios, como el derecho inheren- 
tea la vida o la prohibición de la tortura. Otros derechos deberían ser 
obvios, como el debido proceso cuando son privados de libertad. Esto 

implica el derecho a ser escuchado, a contar con asistencia legal y a 
recurrir decisiones que afecten su situación migratoria. En miopinión, 

el Estado también debería facilitar el acceso básico a la salud y la edu- 
cación, especialmente en el caso de menores de edad. No se trata de 
conceder privilegios, sino de asegurar que la condición migratoria de 
una persona no sea un obstáculo para el ejercicio de derechos huma- 
nos esenciales, que además deben ser garantizados sin discriminación. 

El catálogo internacional de derechos civiles, políticos, económi- 
cos, sociales y culturales es amplio, y por supuesto, el migrante irre- 
gular no tiene los mismos derechos que el migrante regular o el ciu- 
dadano. Sin embargo, el camino no es deshumanizar al migrante irre- 
gular, sino regular bien los derechos que el Estado se comprometerá 

a garantizar. Por ejemplo, negar el acceso a servicios esenciales como 

la atención médica de urgencia, la protección frente a la violencia o 
el debido proceso socava los principios fundamentales de cualquier 
Estado de Derecho. 

Una política migratoria eficaz debe equilibrar dos principios: el de- 
recho soberano del Estado a controlar sus fronteras y la obligación de 
proteger los derechos esenciales de toda persona bajosujurisdicción. 
Los esfuerzos del Estado deberían enfocarse en lo primero: controlar 

eficazmente las fronteras, detener la entrada irregular y agilizar las 
expulsiones. Aquí, además, el Estado corre con ventaja pues ejerce su 
derecho soberano a regular la migración. Pero, mientras el Estado cum- 
ple dicha labor, no puede socavar la dignidad de quienes están den- 

tro del territorio. La solidez de un Estado no se mide solo por su ca- 
pacidad de regular la migración, sino también por su compromiso con 
los valores que dice defender. 

Todos íbamos a ser 
presidentes 
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ás de 270 ciudadanos y ciudadanas han sentido el llama- 
do de la República y pusieron sus nombres a disposición 
de los electores, para recibir patrocinios, buscando - 
cada uno- el respaldo de 35.000 chilenos para que ellos 
sean candidatos presidenciales. 

El hecho no pasaría de ser una rareza risible, si es que no fuera algo 
sintomático de que las cosas no andan bien. Esto, pues a diferencia de 
lo que podría entenderse como un súbito interés del ciudadano común 
por los asuntos públicos, es más bien la demostración de la frivolidad 
y trivialidad que caracteriza a la actividad política. ¡Cualquiera puede 
ser Presidente! pareciera acreditar el fenómeno. 

Según algunos analistas este efluvio de nombres -la mayoría ciuda- 
danos comunes y corrientes, sin mayor preparación ni experiencia-, 
sedebe a una confusión entre “pago por voto” y “reembolso por voto”. 
Mientras que el primero supone -equivocadamente- un pago a todo 

evento de cuatro centésimos de unidad de fomento por voto emitido a 
favor (en torno a $1.500), el segundo corresponde a lo que realmente 
paga el Servel, a contraprestación de gasto electoral acreditado. 

De esta forma, el boliche electoral exige justificar el gasto electoral 
y solo reembolsa lo invertido, siempre fiscalizado por el Servel. Un es- 

cenario donde aún resuenan los cuestionamientos en las rendiciones 
de Franco Parisi por cinturones, corbatas, bóxers y zapatos Hugo Boss. 

El resultado de esta confusión es creer que haciendo un trámite fá- 
cil ante el Servel, se puede emprender una aventura con cero riesgos, 

por solo estar en la papeleta y con la esperanza de que algo caiga. 
En simple, este fenómeno muestra que son muchos quienes quie- 

ren seguir una senda político-comercial, que devela que detrás está la 
degradación ciudadana y la horadación del presidencialismo. 

Años atrás, a nadie se le hubiese ocurrido jugar con esto. Ser Presi- 
dente era un asunto serio, reservado a ciudadanos que se prepararon 
toda su vida para ello. Algo que se coronaba con un ángel especial que 
lo conectaba con los ciudadanos en una especie de encuentro místico. 

Un borbonismo presidencialista, si se quiere, con lo malo que eso tie- 
ne -al concentrar tanto poder en una persona-, pero que cauteló laidea 
de que los asuntos públicos son un tema de honor, mérito y virtud. 

¿Qué tenemos ahora? Una política enel suelo, con figuras presiden- 

ciales debilitadas e improvisadas para obtener algún tipo de negocia- 
ción electoral previa o post primarias. 

Pero ¡atención! Esto viene de antes, especialmente luego del Covid, 
cuando se produjo un parlamentarismo de facto que obligó a los reti- 

ros de las AFP, y produjo acusaciones constitucionales por deporte y 
ataques a figuras públicas como si fueran patos de feria. 
Tampoco los recientes presidentes ayudan, pues no proyectan una 

imagen de virtud republicana, sino que buscan mostrarse en todo lo 

humano que son. Y si eso es así, por qué no elegir a un cualquiera, pa- 
recen pensar muchos. Y así estamos discutiendo el voto a luca y me- 
dia, mientras la reforma al sistema político duerme una pesada siesta. 
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a declaración del Colegio de Profesores 
de Magallanes del 30 de marzo termi- 
naafirmando “Por una Educación Pú- 
blica digna y un trato justo a sus traba- 

jadores, ¡seguimos firmes en nuestra 
lucha!”. Me pregunto si una educación pública 
puede ser digna cuando 12.000 estudiantes lle- 
van un mes sin clases, arriesgando incluso per- 

der el año escolar. 
En un país como el nuestro, afectado por un 

importante rezago escolar post pandemia, no 
deja de sorprender que por mucho tiempo esto 

haya sido una noticia a nivel regional, y no un 
escándalo a nivel nacional. 

La evidencia muestra, de manera consis- 
tente, los diversos impactos que tiene la ina- 
sistencia escolar tales como el daño al apren- 
dizaje, dificultades para adquirir habilidades 
sociales, aumento en la tasa de abandono y en 
la probabilidad de conductas de riesgo. Deahí 
las diversas acciones para recalcar la importan- 
cia de “no faltar” a clases. 

En este caso, la situación es diferente, pues 

la inasistencia no responde a una decisión de 
los estudiantes o de sus padres, sino a un pro- 
blema completamente ajeno a su control. Aún 
más grave, la situación que les afecta es, en úl- 

timo término, responsabilidad del Estado y 
del Colegio de Profesores, precisamente quie- 

nes deberían velar por el cumplimiento del de- 
recho a la educación. 

Cada día que pasa, el problema se agrava pues 
el daño en el aprendizaje aumenta de manera 
creciente. Adicionalmente, el daño es mayor en 
los primeros cursos de educación básica, y en 

estudiantes de familias de menores ingresos. 
Por último, no podemos desconocer el efecto 
que esto tendrá en los futuros ingresos de es- 
tosjóvenes, en losindicadores de desigualdad 

y en el crecimiento del país. 
Por el bien de los niños y niñas de Magalla- 

nes, espero que el conflicto se resuelva pron- 
to. Sin embargo, nada asegura que una situa- 

ción similar no vuelva a ocurrir, especialmen- 
te porque por el sistema de los SLEP, los pro- 
fesores terminan siendo funcionarios públicos 
yel paro, parece seruna medida de presión que 
surte efecto. Parece conveniente, entonces, re- 
visar la normativa que rige los SLEP. 

Sin embargo, hay un camino complementa- 
rio que ya es utilizado en otros países y que po- 
dría ser más simple de implementar: incluirla 

educación (pública y privada) dentro de las ac- 
tividades queno se pueden ir a huelga, lo que, 
de acuerdo al art. 362 del Código del Trabajo, 
corresponde a servicios de utilidad pública, o 

aquellas cuya paralización cause grave daño, 
entre otros, a la salud o ala economía del país. 
Elimpacto de la educación sobre el crecimien- 
to económico delos países y los ingresos de su 
población ha sido ampliamente documentado 
por la literatura, por lo que esta actividad 
cumple con la causal. Adicionalmente, y a di- 
ferencia de otras medidas, esto no requiere de 
una ley. Basta con una resolución conjunta de 
los Ministerios del Trabajo, Defensa y Econo- 
mía y porlo tanto sólo requiere de la voluntad 
del gobierno. Buena prueba para saber si hay 

un real compromiso con el derecho a la edu- 
cación. 
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